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UNE 20657-2:1983 CABLES PARA BAJA FRECUENCIA CON AISLAMIENTO DE POLIOLEFINA. CABLES CON CONDUCTORES DE COBRE,
AISLAMIENTO SOLIDO O CELULAR, NUCLEO DE UNIDADES CON RELLENO, Y CUBIERTA ESTANCA DE POLIE-
TILENO.

UNE 20657-3:1983 CABLES PARA BAJA FRECUENCIA CON AISLAMIENTO DE POLIOLEFINA Y CUBIERTA ESTANCA DE POLIOLEFINA.
CABLES CON CONDUCTORES DE COBRE, AISLAMIENTO SOLIDO O CELULAR, NUCLEO DE UNIDADES SIN RELLENO
Y CUBIERTA ESTANCA DE POLIETILENO.

UNE 20657-4:1984 CABLES PARA BAJA FRECUENCIA CON AISLAMIENTO DE POLIOLEFINA Y CUBIERTA ESTANCA DE POLIOLEFINA.
CABLES CON CONDUCTORES DE COBRE, AISLAMIENTO SOLIDO, NUCLEO DE UNIDADES SIN RELLENO Y CUBIERTA
ESTANCA DE POLIETILENO.

UNE-EN 2078:1996 MATERIAL AEROESPACIAL. MATERIALES METÁLICOS. PAUTA DE FABRICACIÓN. PAUTA DE INSPECCIÓN. INFORME
DE INSPECCIÓN Y ENSAYO. DESCRIPCIÓN Y REGLAS DE UTILIZACIÓN.

8014 CORRECCIÓN de erratas de la Orden CTE/896/2002, de 23
de abril, sobre servicios mínimos en «Telefónica de España,
S.A.U.».

Advertida errata en la inserción de la Orden CTE/896/2002, de 23
de abril, sobre servicios mínimos en «Telefónica de España, S.A.U.», publi-
cada en el «Boletín Oficial del Estado» número 98, de fecha 24 de abril
de 2002, se transcribe a continuación la oportuna rectificación:

En la página 15244, segunda columna, en el sumario, donde dice:
«ORDEN CTE/894/2002, de 23 de abril,...», debe decir: «ORDEN
CTE/896/2002, de 23 de abril,...».

8015 ORDEN CTE/910/2002, de 5 de abril, por la que se declara
la utilización compartida del dominio público local de titu-
laridad de los municipios de Andújar (Jaén) y Cullera (Va-
lencia), así como del dominio público de titularidad de
la Diputación Provincial de A Coruña a efectos de la ins-
talación de redes públicas de telecomunicaciones.

El artículo 43 de la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Teleco-
municaciones establece que los titulares de licencias individuales para
la instalación y explotación de redes públicas de telecomunicaciones se
beneficiarán de los derechos de ocupación de dominio público.

La liberalización en la prestación de servicios y la explotación de redes
de telecomunicaciones llevada a cabo por la Ley General de Telecomu-
nicaciones conlleva la existencia de una pluralidad de operadores que
necesitan ocupar dominio público para la instalación de sus redes. Un
desarrollo desordenado de las redes de telecomunicaciones podría producir
graves perjuicios de tipo medioambiental o urbanístico.

Para evitar el impacto negativo de la instalación de múltiples redes,
el artículo 47 de la Ley General de Telecomunicaciones prevé que los
operadores puedan ser obligados a compartir las infraestructuras para
la instalación de redes que se encuentren situadas en el dominio público.

El procedimiento para el uso compartido de infraestructuras se desarro-
lla en el artículo 49 del Reglamento sobre obligaciones de servicio público,
aprobado por el Real Decreto 1736/1998, de 31 de julio. Este artículo
prevé que los supuestos en los que podrá seguirse dicho procedimiento
serán establecidos mediante Orden del Ministro de Fomento (ahora Minis-
tra de Ciencia y Tecnología).

Aún no habiéndose aprobado la Orden que, de manera general, regule
los supuestos de uso compartido de infraestructuras, se han recibido ya
algunas solicitudes de diversas Administraciones titulares de dominio
público que se encuentran interesadas en iniciar procedimientos de uso
compartido sobre los bienes de los que son titulares.

Se ha recibido en el Ministerio de Ciencia y Tecnología la petición
de los Ayuntamientos de Andújar (Jaén) y Cullera (Valencia), así como
de la Diputación Provincial de A Coruña, para que el dominio público
de titularidad de dichas Administraciones sea declarado de uso compartido
para la instalación de redes de telecomunicaciones. Para ello resulta nece-
saria la aprobación de la presente Orden, que declara la exigencia de
utilizar el procedimiento de uso compartido de infraestructuras para la
ocupación del dominio público de su titularidad para la instalación de
redes públicas de telecomunicaciones. En su virtud, dispongo:

Primero.—Se seguirá el procedimiento para el establecimiento del uso
compartido de infraestructuras de telecomunicaciones, previsto en el artícu-

lo 49 del Reglamento por el que se desarrolla el Título III de la Ley 11/1998,
de 24 de abril, General de Telecomunicaciones en lo relativo al servicio
universal de telecomunicaciones, a las demás obligaciones de servicio públi-
co y a las obligaciones de carácter público en la prestación de servicios
y en la explotación de redes de telecomunicaciones, respecto a los tramos
de dominio público que se relacionan a continuación:

Dominio público de titularidad del municipio de Andújar (Jaén).

Dominio público de titularidad del municipio de Cullera (Valencia).

Dominio público de titularidad de la Diputación Provincial de A Coruña.

Segundo.—Para proceder a la utilización compartida, deberá efectuarse
el oportuno anuncio público, de acuerdo con el citado artículo 49 del
Reglamento aprobado por el Real Decreto 1736/1998, de 31 de julio.

Tercero.—Esta Orden surtirá efectos a partir del día siguiente al de
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 5 de abril de 2002.

BIRULÉS I BERTRAN

BANCO DE ESPAÑA
8016 RESOLUCIÓN de 24 de abril de 2002, del Banco de España,

por la que se hacen públicos los cambios del euro corres-
pondientes al día 24 de abril de 2002, publicados por
el Banco Central Europeo, que tendrán la consideración
de cambios oficiales, de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 36 de la Ley 46/1998, de 17 de diciembre, sobre
la Introducción del Euro.

CAMBIOS

1 euro = 0,8892 dólares USA.
1 euro = 115,43 yenes japoneses.
1 euro = 7,4327 coronas danesas.
1 euro = 0,61500 libras esterlinas.
1 euro = 9,1707 coronas suecas.
1 euro = 1,4656 francos suizos.
1 euro = 84,05 coronas islandesas.
1 euro = 7,6235 coronas noruegas.
1 euro = 1,9504 levs búlgaros.
1 euro = 0,57634 libras chipriotas.
1 euro = 30,270 coronas checas.
1 euro = 15,6466 coronas estonas.
1 euro = 240,73 forints húngaros.
1 euro = 3,4525 litas lituanos.
1 euro = 0,5608 lats letones.
1 euro = 0,4013 liras maltesas.
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1 euro = 3,5975 zlotys polacos.
1 euro = 29.632 leus rumanos.
1 euro = 224,8232 tolares eslovenos.
1 euro = 41,912 coronas eslovacas.
1 euro = 1.187.000 liras turcas.
1 euro = 1,6475 dólares australianos.
1 euro = 1,3959 dólares canadienses.
1 euro = 6,9352 dólares de Hong-Kong.
1 euro = 1,9915 dólares neozelandeses.
1 euro = 1,6155 dólares de Singapur.
1 euro = 1.157,74 wons surcoreanos.
1 euro = 9,7456 rands sudafricanos.

Madrid, 24 de abril de 2002.—El Director general, Francisco Javier Aríz-
tegui Yáñez.

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE ANDALUCÍA

8017 DECRETO 36/2002, de 5 de febrero, por el que se declara
bien de interés cultural, con la categoría de Zona Arqueo-
lógica, el yacimiento de Iptuci (Prado del Rey y Arcos de
la Frontera, Cádiz) y se incluye en el catálogo general del
Patrimonio Histórico Andaluz.

I. El artículo 13.27 de la Ley Orgánica 6/1981 de 30 de diciembre
del Estatuto de Autonomía para Andalucía, establece la competencia exclu-
siva de la Comunidad Autónoma en materia de Patrimonio Histórico, Artís-
tico, Monumental, Arqueológico y Científico y el artículo 6.a) de la Ley
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español determina que
se entenderán como Organismos competentes para la ejecución de la Ley,
los que en cada Comunidad Autónoma tengan a su cargo la protección
del patrimonio histórico.

Asimismo, el artículo 2 del Reglamento de Organización Administrativa
del Patrimonio Histórico de Andalucía, aprobado por Decreto 4/1993, de
26 de enero, atribuye a la Consejería de Cultura de la Junta de Andalucía,
la competencia en la formulación, seguimiento y ejecución de la política
andaluza de Bienes Culturales, referida a la tutela, enriquecimiento y difu-
sión del Patrimonio Histórico Andaluz, siendo, de acuerdo con el artículo
3.3 del citado Reglamento, el titular de la Consejería de Cultura, el órgano
competente para proponer al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía,
la declaración y, competiendo, según el artículo 1.1 de esa misma norma,
a este último dicha declaración.

II. La Zona Arqueológica de Iptuci se ubica en el cerro denominado
Cabeza de Hortales. Ocupa tanto la zona amesetada de la cima como las
laderas, donde se localizan las necrópolis y áreas industriales. La ocupación
del yacimiento se inicia a finales del Neolítico y continúa hasta la etapa
medieval. Su momento de esplendor corresponde a época turdetana, cuan-
do se asienta en el lugar la ciudad de Iptuci, a juzgar por las monedas
que acuña. Posteriormente, en época romana se funda la Colonia Ituci
Virtus Iulia, debida a César o a Augusto. Con posterioridad, mantuvo su
importante misión defensiva, como lo demuestran los restos constructivos
y defensivos recientemente abiertos al público, y que perduró hasta 1133,
cuando la ciudad fue destruida por una incursión de Alfonso VII de Castilla.

III. La Dirección General de Bienes Culturales de la Consejería de
Cultura, mediante Resolución de 23 de febrero de 2000, incoó expediente
para la declaración como Bien de Interés Cultural, de la Zona Arqueológica
de Iptuci, publicada en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» número
38, de 30 de marzo de 2000.

Se notificó la Resolución por la que se incoaba el citado expediente,
con fecha de registro de salida de la Dirección General de Bienes Culturales
de 1 de marzo de 2000, a la Delegación Provincial de Cultura de Cádiz,
al Ministerio de Educación y Cultura, al Ayuntamiento de Prado del Rey,
a los propietarios conocidos y a los desconocidos mediante edicto en el
tablón de anuncios del Ayuntamiento.

Al objeto de dar cumplimiento al trámite establecido en el artículo
9.2 de la Ley del Patrimonio Histórico Español, referido al informe favorable
de una institución consultiva de las señaladas en el artículo 3.2 de esa
norma, o que tenga reconocido idéntico carácter en el ámbito de la Comu-

nidad Autónoma, la Comisión Provincial de Patrimonio Histórico de Cádiz
emitió informe favorable en su sesión celebrada el 28 de abril de 2000.

De acuerdo con la legislación vigente, se cumplieron los trámites pre-
ceptivos abriéndose un periodo de información pública («Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía» número 76, de 4 de julio de 2000) y concediéndose
trámite de audiencia al Ayuntamiento y particulares interesados.

Con fecha 16 de junio de 2000, el Ayuntamiento de Prado del Rey
presenta alegación sobre la delimitación de la Zona Arqueológica, soli-
citando la reducción de la misma al recinto amurallado de la parte superior
del Cerro de Cabeza de Hortales, ya que según su propia estimación es
la zona donde únicamente pueden encontrarse vestigios arqueológicos de
interés.

A este respecto, debe señalarse que el yacimiento de Iptuci ha sido
delimitado en razón de los indicadores directos, una vez realizados diversos
trabajos de prospección y estudio de la zona. No existe duda alguna que
impida garantizar la presencia de los restos arqueológicos (necrópolis,
áreas industriales y asentamientos prehistóricos) en el exterior del recinto
amurallado; por lo tanto nos encontramos ante el supuesto recogido por
la legislación en la definición de Zona Arqueológica. Y, en consecuencia,
hubiese carecido de sentido dotar de protección sólo a una parte del yaci-
miento, por lo que dicha alegación debe desestimarse.

Con fecha 22 de junio de 2000 se presentan alegaciones con idéntico
contenido por parte de doña Encarnación Becerra Orellana, doña Ana
Lucía Becerra Orellana y don José Ramón Becerra Orellana. Estas ale-
gaciones están fundamentadas en un argumento triple: Que en los terrenos
de su propiedad no existe yacimiento arqueológico, que la delimitación
no está descrita suficientemente y que la declaración supondría un grave
perjuicio para el desarrollo de los usos a que están sometidos los terrenos
(industrial, agrícola y ganadero), así como que afectaría al derecho de
propiedad de la finca. En cuanto al primero de los argumentos, no cabe
duda razonable sobre la existencia de vestigios arqueológicos en el área
delimitada como Zona Arqueológica, por las consideraciones expuestas
anteriormente. En lo referente al segundo punto, la delimitación de la
Zona Arqueológica se ha realizado de conformidad con las disposiciones
legalmente establecidas. Por último, sobre el supuesto perjuicio que cau-
saría la declaración a los usos actuales de las parcelas, debe señalarse
que no son objeto de este expediente, cuya finalidad es la declaración
del Bien como de Interés Cultural. No obstante, debe recordarse que el
derecho de propiedad reconocidos constitucionalmente no es un derecho
absoluto, como reiteradamente ha mantenido la jurisprudencia del Tribunal
Constitucional, ya que está afecto a un fin social y debe ejercitarse de
acuerdo con las leyes, en este caso la Ley del Patrimonio Histórico Español.

Don Juan Andrés Navas Becerra presenta alegaciones con fecha 27
de junio de 2000. En ellas alude a presuntas irregularidades en las actua-
ciones y en la tramitación del expediente y, además, cuestiona la deli-
mitación de la Zona Arqueológica. Respecto de la primera, hay que poner
de manifiesto que confunde los procedimientos. En el presente lo que
se pretende es la protección de un bien mediante su declaración como
de interés cultural. No forma parte de este procedimiento la declaración
de interés social, aludida por el alegante (que es trámite previo en los
expedientes de expropiación forzosa) y tampoco una autorización de obras,
que es un procedimiento de distinta naturaleza. Los errores habidos en
la comunicación al Ayuntamiento de Arcos de la Frontera y a los titulares,
también mencionados en esta alegación, fueron subsanados en su momento,
como se explica más abajo. Por otro lado, la documentación a la que alude
el interesado, no resulta necesaria para la declaración del presente bien
como de interés cultural. Finalmente, debe reiterarse que la delimitación
de la Zona Arqueológica se ha hecho siguiendo la definición que de esta
figura da la Ley del Patrimonio Histórico Español, de manera que incluye
el yacimiento de Iptuci. Por todas estas razones, las alegaciones presen-
tadas por el señor Navas Becerra se desestiman.

Con fecha 5 de septiembre de 2000, a instancias del Ayuntamiento
de Prado del Rey, se incluye en el expediente diligencia para subsanar
un error detectado en la documentación técnica del expediente, en relación
con la línea de delimitación del término municipal de Prado del Rey por
el sur. Dicho error obedece a que la planimetría utilizada, la hoja (1049)
4-3 del Mapa Topográfico de Andalucía escala 1:10.000 de la Consejería
de Obras Públicas y Transportes de la Junta de Andalucía, de 1989, repro-
duce los límites del mapa del Servicio Geográfico del Ejército de 1975,
en el cual de manera incorrecta se atribuye al término municipal de Prado
del Rey una superficie mayor por el lado sur, ocupando terrenos del término
municipal de Arcos de la Frontera.

Realizada las correspondientes consultas a la Delegación Provincial
de Obras Públicas y Transportes y vista la edición digital de «Límites admi-
nistrativos de referencia» del Instituto de Cartografía de Andalucía, edición
de 1997, se comprobó cómo la división territorial entre Prado del Rey
y Arcos de la Frontera se ajusta a la documentación suministrada por


